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Respuestas
Organizativas

"El cacerolazo mostró un ángulo no conocido
en los años de democracia representativa, de participación masiva

de la población en la dirección de una protesta pacífzca, dvica,
familiar y festiva; que indicó la profundidad del desacuerdo con la

política y el gobierno de CAP. Fue la resultante de una conjunción de
sentimientos no canalizados por ninguna organización política

fonnal o tradicional y que pennitió dar rienda suelta (en casi todos
los sectores sociales del país y en casi todos los poblados y ciudades
de Venezuela) a un descontento social, que fue obviamente superior

al23 de enero de 1958".

Víctor Córdova

Sociólogo, Coordinador del Doctorado
en Ciencias Sociales (UCV)
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Organismos nacionales de derechos humanos
El rol que cumplen los organismos de derechos humanos en la nueva realidad venezolana, es
de suma importancia. Su labor de denuncia, asesorfa y defensa legal resulta imprescindible y
debe ser apoyada por las autoridades públicas faci/itándoles su labor.

Comisión Andina de Juristas

Este período de altos niveles de conflictivi
dad social y represión, se presentó como un reto
a los grupos de derechos humanos en el país, que
en situaciones de cambios rápidos y acelerados
debieron afrontar con creatividad e ingenio los
más duros obstáculos para llevar a cabo su labor.

Ante tales circunstancias, se realizaron acti
vidades conjuntas entre los organismos de dere
chos humanos a fin de dar respuesta a la crisis.
Entre las iniciativas puestas en práctica destacan
en un primer término aquellas que tienen que
ver con la denuncia de casos concretos; lá toma
de posiciones públicas en diversas circunstancias,
especialmente después del intento de golpe del
pasado 4 de febrero; la elaboración de una con
sulta popular sobre las salidas a la crisis,con el fin
de evaluar el sentimiento mayoritario en el mar
co del derecho humano a la participación políti
ca; la realización de talleres conjuntos sobre re
forma, asamblea constituyente y participación
política y el inicio de un diálogo para el logro de
un consenso nacional en materia de derechos
humanos.

Estas acciones conjuntas elevaron el espíritu
de un trabajo colectivo, donde se valoró el apor
te de cada organización, incluyendo aquellas que
no son propiamente de derechos humanos, pero
cuya labor lleva íntrinseca la defensa de los mis
mos. En estas actividades se logró una mayor
unificación de criterios, que permitió una acción
más coordinada, garantizándose de esta manera
acciones más efectivas.

Una de las maneras de mejorar y robustecer
el trabajo se propició a través de espacios forma
tivos, desarrollándose al inicio de este período,
un curso sobre mecanismos de protección inter
nacional de derechos humanos, facilitado por el
Instituto Interamericano de Derechos Humanos

(I1DH).
Esta enriquecedora experiencia, se nutrió

posteriormente, en el marco de las visitas de
investigación que realizaran a Venezuela organi-
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zaciones internacionales como Americas Watch,
Amnistía Internacional, Oficina de Washington
para América Latina y Comisión Andina de Ju
ristas, quienes establecieron contacto con diver
sos organismos gubernamentales y no-guberna
mentales apreciando y valorando en los dos ám
bitos cual es la situación de los derechos huma

nos en el país.
La Iglesiavenezolana tomó iniciativasimpor

tantes durante este período, donde la relación
con los organismos de derechos humanos se for
taleció y la Iglesia como institución asumió el rol
de defensor de derechos y mediador, en circuns
tancias especialmente comprometidas, así como
también propulsó la consulta y participación de
lossectores populares en la búsqueda de solucio
nes. El compromiso adquirido por los organis
mos de derechos humanos, al participar en estos
espacios, los coloca ante un reto de trabajar más
arduamente, a fin de que se realicen los cambios
necesarios que permitan la disminución de los
efectos que el contexto político, económico y
social ha tenido sobre los derechos humanos.

Nuevos organismos eclesiales se han sumado
a la labor de defensa de los derechos humanos;
tal es el caso de la Oficina de Derechos Humanos

del Vicariato Apostólico de Puerto Ayacucho,
que en el Edo. Amazonas se ha dedicado espe
cialmente a la defensa de los derechos de los

pueblos indios.
Se han continuado las relaciones con los or

ganismos del Estado encargados de velar por los
derechos humanos; de modo especial con el
Congreso cuya Sub-comisión de Derechos Hu
manos de la Cámara de Diputados ha tenido una
apertura interesante en la discusión de proyectos
de Ley, denuncias públicas y atención a casos de
violaciones a derechos humanos. La organizacio
nes no-gubernamentales de derechos humanos
han participado a través de reuniones periódicas
con dicho organismo al cual han hecho requeri
mientos y presentado denuncias.



En lo que respecta al Ministerio Público, los
acontecimientos sucedidos han incidido en la ne
cesidad de fortalecer mucho más la comunica

ción con este ente, lo que ha permitido abordar
niveles de comunicación y trabajo más directo y
efectivo, asf como compartir la elaboración de
estrategias en la solución de los casos.

Al respecto cabe acotar que, inmediata
mente después del intento de golpe de Estado,
los grupos de derechos humanos jugaron un im
portante papel al realizar reuniones con directi
vos del Ministerio Público, a fin de establecer
claramente el ámbito de actuación de esa entidad

en el marco de la suspensión de las garantfas
constitucionales. Hay que señalar, sin embargo,
que la receptividad verbal de la Fiscalfa General
no se vió acompañada de acciones concretas que
resguardaran efectivamente los derechos cuya
violación se prevefa.

Por otra parte, en el marco de las discusiones
sobre la reforma constitucional algunos grupos
de derechos humanos desarrollaron intercam

bios de opiniones con la Comisión Bicameral y
con la COPRE en relación a aquellos proyectos
relativos a derechos humanos.

Durante el perfodo se observó, con más fre
cuencia, el uso de investigaciones y trabajos de
los organismos de derechos humanos venezola
nos en los medios de comunicación impresos y
radiales tanto nacionales como internacionales,
asf como la consideración por parte de éstos, de
que los organismos de derechos humanos son
una fuente responsable y veraz de información.
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Esta presencia en los medios fortalece la di
fusión de la propuesta de los grupos de derechos
humanos y permite ir generando un interés en
variados sectores, que anteriormente no trata
ban el tema.

En este orden, se realizó conjuntamente con
periodistas nacionales y la participación de diver
sas organizaciones populares, el primer taller de
acceso a los medios, cuyo objetivo central era
solventar la necesidades de estas agrupaciones
en el conocimiento de herramientas que permi
tan una más rápida y efectiva difusión de la infor
mación ante los medios de comunicación.

La situación reinante después del fallido gol
pe de Estado del 4 de febrero de 1992 impidió la
realización de actos públicos permanentes, como
el acto conmemorativo de los sucesos de Febre

ro-Marzo 89 yotras actividades que sobre éste se
programaron; sin embargo, otras actividades co
mo la Misa por la Vida y el Festival Juguemos
por la Vida se reafirmaron como referencias
permanentes en el quehacer de los grupos de
derechos humanos.

Cobra gran importancia en este perfodo el
desarrollo de actividades en el área de educación

en derechos humanos, realizadas por diferentes
organizaciones, que cubrieron necesidades for
mativas de grupos y comunidades de distintas
regiones del pafs. Estas iniciativasformativas de
defensa y promoción local permiten dar un ma
yor seguimiento a los casos, facilitando el logro
de los resultados requeridos y haciendo crecer el
movimiento nacional de derechos humanos.
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los tradicionales dirigentes políticos, como gru
pos populares históricamente apartidistas.

A nivel del derecho al trabajo, el camino
recorrido por el extinto Frente Intersilildical, ha
servido de base para la conformación del Frente
de Unidad Sindical (FUS), espacio de encuentro
de sindicatos independientes y de la CUTV que
plantean constituir a nivel nacional una nueva
confederación de trabajadores, con el fin de lo
grar la democratización de las organizaciones
obreras, intentando además incidir políticamen
te en la realidad del país. Al mismo tiempo y en
relación o no con el proceso del FUS, han venido
naciendo en otras ciudades y en otras ramas de
la producción, coordinadoras obrero-sindicales

. que pretenden dar respuestas globales a proble
mas tales como el pago de los 120 días de utilida
des anuales, los despidos masivos producto de la
reconversión industrial y los crecientes descono-

o cimientos patronales de las convenciones colec
tivas de trabajo.

Respecto al derecho a la salud, dando conti
nuidad a eventos pasados, este afío tuvo lugar el
III Encuentro de Comités de Higiene y Seguri
dad Industrial y Comités Populares de Salud,
escenario propicio para la confrontación de ex
periencias y la evaluación de actividades dirigidas
a denunciar las medidas privatizadoras de los
servicios estatales de salud. Asimismo, eviden
ciando la preocupación por dar respuestas a la
crisis del país, en ciudades como Barquisimeto
(Edo. Lara), se inició por parte los Comités Po
pulares de Salud, un proceso dirigido a la elabo
ración de un plan político alternativo, pensado
desde dichas organizaciones.

En el ámbito estudiantil se constata un creci

miento significativo de organizaciones que han
motorizado la movilización del sector, consi
guiendo, a costa incluso de la represión oficial,
importantes conquistas reivindicativas como el
medio pasaje estudiantil, haciéndose eco igual
mente de la petición de renuncia del Presidente
de la República.

La coyuntura política significó para sectores
del movimiento popular la necesidad de iniciar
procesos formativos en torno al análisis de la
realidad actual y de las alternativas a la crisis.En
este sentido, las comunidades cristianas y los
religiosos agrupados en el Secretariado Con
junto de Religiosos y Religiosas de Venezuela
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(SECORVE), junto con organizaciones no gu
bernamentales de derechos humanos, procura
ron reflexionar sobre diversas propuestas plan
teadas como salidas a la crisis política del país.
Temas como la Reforma Constitucional, la con
vocatoria a una Asamblea Constituyente y la
participación en un Acuerdo Nacional, fueron
abordados conjuntamente en una serie de talle
res y encuentros de trabajo, concluyendo que
sólo el ejercicio del derecho a la participación
política de la población y fundamentalmente de
los grupos representativos de la base social po
drían garantizar una salida auténtica mente de
mocrática.

También en el seno de las ONGs se genera
ron importantes experiencias de organización y
articulación. En este sentido, destaca el proceso
desarrollado por la Coordinadora Nacional de
ONGs de Atención al Nifio conformada en 1991

con el fin de aunar esfuerzos para la promoción
ydefensa de losderechos de los menores de edad
en los sectores populares. Tal coordinadora
agrupa alrededor de cien organizaciones, que se
han propuesto dar a conocer la Convención de la
ONU sobre los Derechos del Nifío, sensibilizar a
la opinión pública en relación a los problemas de
ese sector de la población, promover cambios en
las medidas gubernamentales y en la legislación
relativa a la protección infantil, e implementar
programas de formación y organización donde
los nifíos asuman el protagonismo en la difusión
y defensa de sus derechos.

Asimismo, un aspecto que merece ser anali
zado, lo constituye el papel que ha jugado la
Iglesia en el acontecer nacional durante el lapso
que cubre este Informe. Las comunidades cris
tianas de base, liderizadas por religiosos, religio
sas y laicos comprometidos, han continuado ju
gando un activo rol en todo lo que se refiere a la
defensa y promoción de los derechos humanos
(masacre de El Amparo, exhumaciones de vícti
mas de los sucesos de febrero y marzo 1989)y su
posición alIado del pueblo ha sido evidente en
diversas situaciones pero sin que hasta ahora tal
compromiso contara con un decidido respaldo
institucional por parte de la jerarquía.

La crisis que atraviesa el país, ha obligado a
losdiferentes sectores de lavida nacional a tomar

posición, a lo cual la Iglesia como institución no
ha escapado. Así vemos como la Conferencia
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Episcopal de Venezuela (CEV) ha venido adop
tando posiciones críticas frente a la política eco
nómica del gobierno, a la incapacidad de la diri
gencia polftica de realizar los cambios exigidosy
a la necesidad de promover una auténtica parti
cipación popular para el logro de una verdadera
democracia. Esta posición no ha quedado en el
simple nivel declarativo. Durante el lapso que
cubre este Informe y especialmente a raíz de los
sucesos del 4 de febrero, la CEV ha venido reu
niéndose con diferentes sectores de base: orga
nizaciones vecinales, grupos de derechos.huma
nos, movimiento cooperativo, etc., a fin de man
tener abierto de forma permanente un canal de
comunicación con los principales afectados por
la crisis, escuchar sus problemas y ser vocero de
sus alternativas. PROVEA valora como un he

cho de suma importancia esta iniciativa, ya que
en medio de la profunda crisisde legitimidad por
la que atraviesa el estamento político del país, la
Iglesia es la institución que cuenta con mayor
credibilidad y por tanto es capaz de nuclear y
reflejar el sentir popular.

Luchas populares venezolanas

El elevado incremento en el precio de los
combustibles, el correspondiente aumento de las
tarifas de transporte urbano y el pasaje estudian
til decretados en octubre de 1991, unidos al re
corte de asignaciones presupuestarias destinadas
a las universidades nacionales y a la educación en
general, la violación masiva de los derechos civi
les padecida a raíz de la ejecución de planes de
seguridad urbana o profilaxia social, así como en
el curso o al culminar manifestaciones públicas,
constituyeron las razones para el ejercicio de la
protesta generalizada durante los últimos tres
meses del año 1991.

A fines de octubre, la ciudad de Los Teques
(Edo. Miranda) se convirtió en escenario de ma
sivas manifestaciones de protesta contra el au
mento de la tarifa de transporte interurbano.
Trabajadores y amas de casa junto a losestudian
tes, durante varios días interrumpieron no sólo
las principales avenidas de dicha ciudad, sino que
obstaculizaron la Carretera Panamericana, impi
diendo el tránsito de vehículos hacia Caracas. La

intervención policial destinada a controlar a la
población trajo consigo la muerte de un estu
diante y de un policía estadal. El repudio colecti-
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va desatado con el asesinato del estudiante Raúl
CONTRERAS, quedó expresado en una mar
cha multitudinaria hacia el cementerio local. No

obstante estando la ciudad militarizada, la pro
testa no cesó hasta que la Gobernación de dicho
Estado accedió a rebajar la tarifa fijada, median
te el otorgamiento de un subsidio a 108transpor
tistas.

Simultáneamente se desarrollaba en la Pa
rroquia 23 de Enero de Caracas la Marcha COD

tra la Violencia y la Represión, en la cual partici
paron los alumnos de los planteles de primaria y
secundaria del sector, las comunidades cristia
nas, grupos culturales, asociaciones de vecinos,
diputados y organizaciones de los derechos hu
manos. Los globos que portaban los nifios, la
escenificación de teatro de calle y el respaldo
mayoritario desde los apartamentos y casas, evi
denciaron el rechazo de esa parroquia a la repre
sión masiva efectuada por la PM contra una
protesta vecinal que mostraba desacuerdo con el
aumento de la gasolina.

Por otro lado, lossistemáticos incumplimien
tos oficialesen relación al medio pasaje estudian
til provocaron que este sector se mantuviera mo
vilizado permanentemente, realizando marchas
e interrupciones de tránsito. Las autoridades res
ponsables pretendieron resolver el problema re
curriendo a la represión; la cifra de estudiantes
muertos y heridos creció en pocas semanas. La
conmoción nacional quedó expresada en masivas
Jornadas contra la Represión y por el Derecho a
la Vida que habrían de efectuarse con mayor
importancia en Caracas, Valencia y Barquisime
to, lugares enlutados por la intervención policial.

Aunado a lo anterior, los anuncios de priva
tización de la educación junto con los recortes
presupuestarios a las Universidades Nacionales
y los incumplimientos contractuales, originaron
movilizaciones de los propios estudiantes, de los
gremios magisteriales y profesores. Durante el
mes de octubre los universitarios protagonizaron
en la ciudad de Caracas la Marcha contra la

Privatización, que contó con la presencia de más
de 30.000 personas. De igual modo, en los pri
meros días de diciembre más de 10.000 maestros

y estudiantes desfilaron por las calles de Caracas
en defensa de la gratuidad de la enseñanza y
contra la represión, exigiendo la renuncia del
entonces Ministro de Educación. En lasprincipa-



les ciudades del país estas acciones se vieron
acompañadas con la realización de clases magis
trales en las calles, tomas simbólicas de estable
cimientos y caravanas de carros y autobuses.

En medio de esta activa participación de la
población en la calle, nos encontramos con la
realización del Paro Obrero del 7 de noviembre
convocado por la ClV, CUlV, CGTy CODE
SA, dirigido a presionar el congelamiento del
precio de la gasolina, un aumento general de
salarios y la defensa del actual régimen de pres
taciones sociales. La actividad centrada en el

Distrito Federal y en los Estados Miranda y Bo
lívar, se caracterizó por su acatamiento masivo y
su carácter pasivo ya que el mismo no contem
plaba ni marchas ni concentraciones.

En el ámbito vecinal, los problemas genera
dos en torno al abastecimiento y distribución del
agua potable nuclearon a numerosos sectores de
la población, afectando no sólo a las barriadas
populares, sino también a las urbanizaciones de
la clase media. A lo largo del país variadas pro
testas pretendieron salirle al paso a este grave
problema, calificado por el Ministro del Interior,
Luis Piñerúa Ordaz como causa perturbadora
del orden público. Contundentes acciones por
parte de la población se escenificaron en las ciu
dades dormitorio del área metropolitana de Ca
racas. A partir del 31.12.91, durante 3 días con
secutivos los habitantes de Guarenas (Edo. Mi
randa) decidieron paralizar el tránsito en la au
topista que conduce al oriente del país, en recla
mo por la absoluta escasez del vital líquido en
plenas celebraciones navideñas. Paralelamente a
ello, se sucedieron protestas similares en Chara
llave (Edo. Miranda) y La Guaira (DUo. Fede
ral).

En Caracas, la escasez de agua constituye el
motivo fundamental para la movilización de las
comunidades ante las autoridades competentes.
Durante los meses de junio y julio, cuando se
producen protestas como el Tobazo protagoni
zada por habitantes de la Parroquia 23 de Enero,
que consistió en el toque de tabas vacíos, la
ocupación de unidades del transporte colectivo y
la paralización de una importante avenida. En
Petare, diversas asociaciones de vecinos se unie
ron al Alcalde de dicha entidad para hacer una
toma de las instalaciones municipales de Hidro
capital. De igual modo, los vecinos de la Parro-
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quia La Vega recurrentemente interrumpieron
el tránsito en avenidas del sur -oeste de la ciudad
ante el incumplimiento de las promesas oficiales.

Las movilizaciones de contenido estricta
mente político, cuyos primeros albores habían

aparecido en los meses finales de 1991, se mag
nificarán tras el alzamiento militar.

La protesta civiladquirirá un mayor conteni
do político a partir de este hecho. Suspendidas
las garantías constitucionales, y entre ellas la que
corresponde al derecho a manifestar, las protes
tas fueron calificadas por las autoridades como
contrarias al ordenamiento jurídico excepcional
dispuesto tras losacontecimientos del4 de febre
ro. En tal sentido, estas acciones de movilización
y protesta son valoradas por PROVEA como
actos legftimos de desobediencia civil ejercidos
por la población en defensa de sus derechos
políticos.

Dentro de estas acciones se destacan el Ca

cerolazo en conmemoración del tercer aniversa

rio de los sucesos del 27 y 28 de febrero de 1989,
el Cacerolazo del 10 de marzo en solicitud de la
renuncia del Presidente, el Pitazo del 8 de abril
con el mismo motivo.

El toque de cacerolas y de pitos ha sido in
corporado de modo masivo por la población co
mo una manera de manifestar y al mismo tiempo
de mostrar la solidaridad con aquellos sectores
que asumen en la calle el protagonismo directo
de las movilizaciones, padeciendo los efectos de
la acción represiva del Estado.

Entre febrero y julio de 1992, la protesta
popular encabezada por los estudiantes de Edu
cación Superior y Media, pero fundamentalmen
te por estos últimos, mostrará los índices más
elevados de movilización registrados durante el
actual período constitucional. Estas luchas po
seen en su mayoría motivaciones de naturaleza
política, centradas en peticiones como la renun
cia del Presidente de la República, la restitución
de las garantías contitucionales, la libertad o la
amnistía de los militares rebeldes y el cese a la
represión policial.

Además de las exigencias señaladas con an
terioridad, resaltan los reclamos en torno al de
recho a la salud y el funcionamiento adecuado
del sistema de seguridad social. En cuanto a lo
primero, pacientes internados en el hospital Pa
dre Justo (Rubio, Edo. Táchira), se declararon
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en huelga al pasar más de tres meses sin ser
operados debido a la ausencia de un anestesiólo
go. Previamente, los pacientes del hospital Do
mingo Luciani (Petare, Edo. Miranda), obstacu
lizaron la entrada a dicho centro asistencial en

protesta por las carencias del servicio de rehabi
litación. Los galenos también han hecho sentir su
voz, como en el caso de Los Teques, donde
cincuenta de ellos pertenecientes al hospital Vic
torino Santaella interrumpieron el tránsito para
denunciar la falta de equipos médicos.

Por su parte, durante todo el año los pensio
nados del Seguro Social han desarrollado diver
sas formas de lucha (marchas, tomas de locales,
interrupciones de tránsito) destinadas a ver satis
fechas las pensiones que les adeuda dicho Insti
tuto, así como a lograr la homologación de las
pensiones de vejez con el salario mínimo. Debe
valorarse el dinamismo mostrado por este sector,
logrando un crecimiento tanto numérico como
geográfico, pues habiendo nacido como movi
miento en Caracas, ya alcanza a otras importan
tes ciudades del interior del país.

Asimismo, este período revela un elevado
incremento en los saqueos (17) Ylas pobladas
(11). Durante dos meses consecutivos (mayo-ju
nio), en el Edo. C-arabobo ocurrieron actos de
saqueos, siendo el primero de ellos realizado en
Bejuma, donde pobladores interceptaron camio
nes de leche, procediendo a incautarles la mer
cancía y distribuirla. Acción similar efectuaron
más de quinientos residentes de Puerto Cabello
con los productos de importantes firmas de au
tomercados.

Las pobladas, por su parte, se encuentran
motorizadas por comunidades que asumen el
ejercicio de la justicia por sus propias manos,
motivadas por el reiterado incumplimiento de
promesas oficiales, la represión y el abuso de
autoridad ejercida por funcionarios policiales o
la impunidad ante determinados delitos. En este
sentido, en enero los habitantes de Barinas (Edo.
Barinas) cansados de esperar por más de veinte
años la regularización del serviciode agua, cerra
ron la carretera que conduce a Mérida y paso
seguido se trasladaron hacia la sede de Hidroan
des, destrozando el mobiliario y prendiendo fue
go a sus instalaciones. En la misma línea, y bajo
el lema "Sino hay agua, no habrá más petróleo",
los pobladores de Cabimas (Edo. Zulia) hicieron
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estallar varias tuberías petroleras, levantaron ba
rricadas y bloquearon todas las vías de acceso a
la ciudad. En Timotes (Edo. Mérida), más de
trescientas personas quemaron la alcaldía local y
el comando policial, ante la ausencia de conde
natoria judicial en el asesinato de un campesino
a manos presuntamente del hijo del vice-presi
dente del Concejo Municipal. El Tocuyo,
(Edo.Lara), protagonizó dos acciones de esta
naturaleza, expresando así el descontento contra
el abandono oficial tanto del gobierno regional
como nacional.

Los paros cívicossiguen siendo instrumentos
efectivos de lucha agrupándose en torno a ellos
diversos sectores sociales. En Puerto Ayacucho,
comerciantes, gremios profesionales y asociacio
nes de vecinos se valieron de este medio para
mostrar su solidaridad con los estudiantes de la

localidad, a quienes el Gobernador del Edo.
Amazonas les impuso una rebaja del 33% en el
pago de las becas-salario. En mayo, los organis
mos gremiales del agro, la cría y la pesca (FE
DEAGRO, FEDENAGA Y FENAPESCA),
respaldados por algunas gobernaciones (Portu
guesa, Falcón, Bolívar, Anzoátegui) y por la
Cámara de Diputados, efectuaron un paro y la
obstrucción de carreteras a nivel nacional contra

la política agrícola del gobierno, acusándola de
anti-nacionalista y oligopólica, exigiendo la re
nuncia del Ministro del ramo. En los principales
puertos del país se realizó la concentración de
embarcaciones, denunciando de este modo un
exagerado aumento del precio del gasoil, la apli
cación discrecional de la Ley Penal del Ambiente
y la falta de vigilancia en los mares. En este caso,
si bien mayoritariamente se trató de un paro
sectorial, sin embargo hubo estados en que fue
acatado por todos los sectores de la población.

También las huelgas de hambre son un mé
todo recurrente de presión y protesta utilizado
por distintos sectores; tal fue el caso de cinco
estudiantes de la UCV que detenidos el 23.01.92
yacusados como encapuchados, cumplieron más
de cien horas de ayuno en demanda de su liber
tad. De igual manera protestaron los trabajado
res de Corpoven que prestan sus servicios en
Guasdualito (Edo. Apure), para exigir a la em
presa la implementación de los serviciosde comi
sariato y comedor industrial.

Otros tipos de protesta constituyen vivos



ejemplos de la creatividad con que los sectores
afectados suelen manifestar su descontento. El

05.03.92 en Maracaibo (Edo. Zulia), el presiden
te regional de FEN ATEV se encadenó de pies a
cabeza en la Plaza Bolívar para exigirle a la Go
bernación y a su Secretaría de Educación el re
conocimiento de dicha agrupación sindical del
magisterio. En esa fecha, un grupo de campesi
nos se trasladó hasta la sede de la Alcaldía de la

ciudad, lugar donde colocaron una considerable
cantidad de cabezas de animales muertos expre
sando de este modo el rechazo a una medida de

desalojo ejecutada en su contra.

Origen de la lucha popular

Como ha quedado descrito, las violaciones
sistemáticas a los derechos económicos, sociales
y culturales, constituyen el transfondo del des
contento y la movilización popular. La respuesta
gubernamental de mantener inalterable la apli
cación del paquete económico, motivó a amplios
sectores de la población a tomar las calles para
exigirel respeto de sus derechos a la educación y
a la salud, y para reclamar el adecuado funciona
miento de servicios públicos como el agua, el
estado de las vías, la dotación de planteles edu
cativos y el transporte urbano. Sin embargo, las
mayorías afectadas cobraron conciencia ante la
represión oficial,de que las movilizaciones impli
caban incluso poner a riesgo sus vidas e integri
dad personal, pese a los cual desafiaron las res
tricciones impuestas por las autoridades al dere
cho constitucional a la manifestación pública.

Agudizada la crisis de legitimidad, el respeto
a los derechos civilesy políticos sufriría un dete
rioro creciente. Procurando asumir la defensa de

los mismos, gremios, sindicatos, movimiento es
tudiantil, personalidades, encabezarán impor
tantes luchas. Particularmente, destacan las ac
ciones emprendidas por los editores de la prensa

Respuestas Organizativas

escrita, quienes publicaron en las páginas de sus
periódicos y revistas espacios en blanco como un
modo de denunciar el control ejercido contra la
libertad de expresión por censores impuestos por
el Ministerio de Relaciones Interiores. Los alla
namientos practicados en El Nacional, El Nuevo

País y El Diario de Caracas, dieron pie para que
los gremios periodísticos con sus afiliados desfi
laran amordazados ante la sede del Congreso
Nacional. Posteriormente, restituida la garantía
que protege la libertad de expresión, los comuni
cadores sociales fueron sometidos a la censura

ejecutada por los propios editores, ante lo cual
organizaron un paro parcial de actividades el 25
de febrero.

El derecho a la vida, a la integridad y la
libertad personal y a la inviolabilidad del hogar,
generaron significativas protestas, reiterándose
el clamor de los estudiantes y las comunidades
por establecer la tipificación del delito de uso de
armas de fuego en manifestaciones públicas. La
impunidad en la masacre de El Amparo, encon
tró la respuesta organizada de los grupos de
derechos humanos y las comunidades cristianas.
Igualmente, la impunidad ante casos de corrup
ción, motivó que el Frente Patriótico exigiera la
renuncia de los magistrados a la CSJ, mediante
una marcha que fue impedida por la GN en
Caracas. La inseguridad personal dió origen tam
bién a protestas vecinales en distintos barrios y a
la realización de paros sectoriales liderizados por
gremios transportistas.

Durante el presente período el derecho a la
participación política de la población motorizó
un importante número de las movilizaciones de
los sectores más politizados de la población, ex
presadas en exigencias como la revocatoria del
mandato de los Poderes Públicos donde la exi

gencia de la renuncia del Presidente fue un eje
central en tales acciones.
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Gestiones ante organismos internacionales
''Aquí, en Marabá, recibíamos cartas depaíses de todos los continentes( ...) de las que se habían
enviado copias a las autoridades brasileñas. Este es un ejemplo precioso y utilísimo de
solidaridad intemacional. Además de ayudamos enormemente a resolver nuestros problemas,
nos llena de felicidad y emoción saber que no estamos solos y que nuestra preocupación por
la justicia, los derechos humanos y la paz conmueve sensibilidad humana en muchos sitios
del planeta. Esto nos da mucha fuelZa para seguir adelante. "

Marcelo Silva de Freites,

Sociedad para la Defensa de los Derechos Humanos, Pará, Brasi~
en carta dirigida a Amnistía InternacionaL

La solidaridad internacional, la atención
prestada por los medios de comunicación, orga
nismos internacionales gubernamentales y no
gubernamentales y la producción de informes
sobre la situación de los derechos humanos en

Venezu~la, caracterizaron el período cubierto
por este Informe, el cual se vió marcado por
diversas oleadas represivas.

PROVEA quiere aprovechar esta oportuni
dad para agradecer de forma especial la atención
y gestiones desplegadas por un gran número de
organizaciones internacionales gubernamenta
lesy no gubernamentales, a raíz de la suspensión
de lasgarantías constitucionales decretada inme
diatamente después del intento de golpe de Es
tado del 4 de febrero; las manifestaciones de
solidaridad recibidas entonces, comprometen
aún más a los grupos de derechos humanos del
país en la producción de información de alta
calidad, así como en la defensa imparcial y efec
tiva de los derechos de quienes acuden a noso
tros.

Organismos intergubernamentales

Durante este período, la Comisión Intera
mericana de Derechos Humanos (CIDH) conti
nuó conociendo de las denuncias presentadas
sobre la masacre de El Amparo y a la violación
del artfculo 8 de la Convención Americana por
parte del Estado Venezolano, en relación con la
utilización del artfculo 54 del Código de Justicia
Militar por parte del Presidente de la República,
en lo que los denunciantes han considerado una
abierta interferencia del Ejecutivo en el Poder
Judicial; se realizaron varias audiencias sobre
ambas denuncias, pero hasta el presente no se ha
producido una decisión de la CIDH al respecto,
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lo cual provocó comunicaciones de los denun
ciantes expresando preocupación a esa entidad
por la forma en que se ha venido manejando el
segundo de los casos mencionados.

COFA VIC presentó una denuncia sobre la
muerte de Eleazar MAVARES, ocurrida en el
marco de la poblada nacional de febrero de 1989;
el caso, que ya tenía sentencia condenatoria en
primera instancia, fue declarado con sentencia
absolutoria por el juzgado superior, sin que la
Fiscalía General haya apelado en el tiempo regla
mentario, por lo que la causa fue cerrada defini
tivamente en la jurisdicción nacional.

Durante el 48° período de sesiones de la
Comisión de Derechos Humanos de la ONU, el
representante de la Liga Internacional por los
Derechos y la Liberación de los Pueblos (LI
DERLIP), hizo una intervención sobre el pro
blema de la impunidad, en la que se destacó
ampliamente la situación de Venezuela; es de
hacer notar que la representación oficial de Ve
nezuela interrumpió al orador en dos ocasiones,
protestando por lo que consideró una presenta
yión inapropiada de la realidad del país; en su
intervención LIDERLIP se refirió al caso de las
fosas comunes de La Peste, así como al artículo
54 del Código de Justicia Militar ya la figura de
nudo hecho, como propiciadoras de impunidad,
por lo que siendo una intervención centrada en
hechos altaménte conocidos yen figuras jurídicas
vigentes, difícilmente se puede calificar como
distorsión de la realidad nacional. La interven

ción de LIDERLIP, en inglés, francés y castella
no, recibió amplia cobertura de los medios de
comunicación internacionales que acuden regu
larmente a las deliberaciones de dicha Comisión.

En diciembre de 1991, el Centro de Dere-



chol>Humanos de la ONU realizó un seminario

sobre Derechos Humanos, Democracia.y Desa
rrollo Económico y Socialen Santiago, Chile, en
el que participó un integrante de PROVEA; la
presentación realizada por PROVEA fue acogi
da con atención por el grupo de expertos, por
tratarse de una realidad poco conocida para mu
chos de ellos.

Por su parte, la OIT realizó un estudio sobre
la compatibilidad entre la Ley sobre Vagos y
Maleantes y un acuerdo internacional de la OIT
suscrito por Venezuela en 1944, el cual prohibe
el trabajo forzoso en los penales. El grupo de
expertos recomienda que "... la Ley sobre Vagos

y Maleantes sea modificada rápidamente de ma·

nera que no pueda ser impuesta por autoridad
administrativa ninguna sanción que implique la

obligación de trabajar, y así asegurar el respeto del
Convenio sobre este punto"; al momento de pre
pararse este Informe, no se tenía información
sobre las medidas adoptadas por el Estado vene
zolano para poner en práctica esta recomenda
ción.

PROVEA deplora que, al conmemorarse
este año los 500 años de la llegada de los euro
peos a nuestro continente, el Elitado Venezolano
no haya tomado pasos efectivos para adherirse al
Convenio 169 de la OIT sobre Poblaciones Indí

genas y Tribales; igualmente, sigue pendiente la
firma del Protocolo Adicional a la Convención
Americana de Derechos Humanos en materia
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Otros contactos con gobiernos

La ola de represión desatada en octubre y
noviembre de 1991, así como los atropellos co
metidos en el marco de la suspensión de las
garantías en febrero de 1992,acrecentó el interés
de diversos gobiernos en la situación de derechos
humanos del país. Organismos locales de dere
chos humanos fueron contactados durante este

período por funcionarios diplomáticos de las re
presentaciones de Bélgica, Canadá, Estados
Unidos y Corea del Sur.

El Informe que presenta cada año el Depar
tamento de Estado al Congreso de los Estados
Unidos sobre la situación de los derechos huma

nos en el mundo, continuó recogiendo con ma
yor detalle la situación de Venezuela; se destaca
como un hecho positivo la edición en castellano

Rcs[1ucstas Organi/ativas

de la secciÓncorrespondiente a las Américas, lo
cual sin duda permitirá una mayor difusión dcl
informe entre la población de los países registra
dos en dicho documento.

El Comité de Apoyo a Escritores y Periodis
tas del Congreso de los Estados Unidos se dirigió
a mediados de 1992 al embajador de Venezuela
en Washington expresando su preocupación por
las continuas acciones de represión contra profe
sionales y trabajadores de la comunicación y ur
giendo a las autoridades a repudiar e investigar
tales atropellos.

Organizaciones no gubernamentales

El Centro para la Justicia y el Derecho Inter
nacional, con sede en Washington, brindó una
importante labor de apoyo a casos presentados
por ON Gs venezolanas ante el sistema interame
ricano de protección de los derechos humanos;
esa labor de asesoría y seguimiento directo ante
la sede de la CIDH ha sido determinante para la
evolución de algunos casos, en los que se espera
se comiencen a producir decisiones próxima
mente.

Durante este período visitaron el país misio
nes de Amnistía Internacional, Americas Watch,
la Comisión Andina de Juristas, Washington Of
fice on Latin America y varios organismos gre
miales de periodistas, con el objeto de recoger
información de primera fuente sobre violaciones
de derechos humanos que caen en su mandato.

Amnistía Internacional publicó posterior
mente el documento "Venezuela: Tortura y otras
violaciones de derechos humanos", que recoge
detalladamente una serie de casos de torturas,
malos tratos y ejecuciones extra-judiciales acon
tecidas en varias zonas del país entre octubre de
1991y mayo de 1992. Por su parte, la Comisión
Andina de Juristas dió a conocer el libro titulado

"Venezuela: Administración de Justicia y Crisis

lnstitucional" el cual recoge abundante informa
ción sobre la forma como opera la legislación
venezolana en materias tales como garantías ju
dicialesy debido proceso, poniendo en evidencia
la creciente brecha entre el ordenamiento jurídi
co y su aplicación cotidiana, producto -según
destaca el informe- de la ingerencia de otros
poderes en el Poder Judicial, la corrupción, la
partidización y la impunidad.

La solidaridad de las ONGs internacionales
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no se hizo esperar en momentos particularmente
difíciles para el país; Amnistía Internacional,

Americas Watch, Washington Office on Latin
America, la Federación Internacional de Perio

distas, el Comité de Protección a Periodistas, la

Sociedad Interamenricana de Prensa y SOS Tor

tura, se dirigieron en diversas oportunidades a las
autoridades expresando su repudio por violacio
nes de derechos humanos relacionadas con sus

mandatos y exigiendo investigaciones que permi
tan establecer la responsabilidad de los funciona
rios involucrados.

Igualmente durante el período otros sectores

visitaron el país con el objeto de recoger informa
ción que les permitiera una mejor comprensión
de la realidad nacional; algunos de ellos fueron

agencias internacionales de cooperación, repre
sentantes de iglesias, académicos y dirigentes sin

dicales, provenientes de países de Europa, Nor
teamérica y América Latina.

La cobertura de medios noticiosos sobre la

situación de los derechos humanos en el país, fue
particularmente amplia, tanto a fines de 1991;
como después del intento de golpe de Estado del

4 de febrero. Resulta imposible hacer un listado
exhaustivo de todos los medios que dieron cober
tura amplia y sistemática a la situación de los
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derechos humanos en este período; baste con
señalar, a título ilustrativo, diarios de reconocido

prestigio y gran circulación como el New York
Times, Washington Post, Herald Tribune, The
Independent, The Observer, Financial Times;
emisoras de radio como la BBC de Londres (ser

vicio inglés y latinoamericano), Radio Nacional
Suiza, Radio Netherlands, Radio Sonora de Mia

mi, Cooperativa Iberoamericana de Información
(cadena que cubre varios países de Norte, Cen

tro y Sur América), Radio Caracol de Colombia;
medios impresos comerciales y alternativos de

Argentina, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Mé
xico y Nicaragua.

En el campo formativo, las ONGs interna

cionales siguieron jugando una importante labor

de apoyo a los grupos locales con el objeto de

profundizar sus conocimientos en el campo de la
investigación, análisis y tratamiento de los pro
blemas de derechos humanos. La Federación

Internacional de Periodistas y el Instituto Intera
mericano de Derechos Humanos realizaron di
versas actividades formativas tanto en Venezue

la como fuera del país en las que participaron un
creciente número de activistas locales de diferen

tes organismos nacionales.


